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TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / FACETAS QUE LO GARANTIZAN: ASEQUIBILIDAD O DISPONIBILIDAD, ACCESIBILIDAD, ADAPTABILIDAD Y ACEPTABILIDAD / PROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA AMPARARLO / VULNERACIÓN DEL DERECHO Y PERJUICIO IRREMEDIABLE.
El artículo 67 de la Constitución Política reconoce a la educación como un derecho y un servicio público con función social, así se garantiza que todas las personas tengan acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica, así como a los demás bienes y valores de la cultura. Es en la función pública que el Estado debe garantizar su prestación eficaz y continúa a todos los habitantes del territorio nacional.

Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales precisó que existen cuatro facetas para la prestación del derecho a la educación: la asequibilidad o disponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y aceptabilidad,  por lo que cualquier medida que restrinja esas facetas sin justa causa, deriva en un acto arbitrario y por ende, hace procedente la acción de tutela como mecanismo de protección a los derechos fundamentales de sujetos de especial protección como son los niños. (…)
De otro lado, en cuanto a la procedencia del amparo de tutela sobre la construcción de obras públicas, la Corte Constitucional ha sostenido que es viable siempre y cuando exista una comprobación efectiva de la vulneración de los derechos fundamentales de los accionantes, lo que implica que los medios con que cuenta son ineficaces para salvaguardarlos; además, de acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable, inminente, grave y que por tanto, requiera de medidas urgentes e impostergables. (…)
… se concluye en el presente caso que se cumplen las facetas de aceptabilidad y adaptabilidad, al contar con espacios físicos para desarrollar el servicio de educación y la continuación del mismo pese a la afectación que generó la demolición de una de sus sedes y demora en la adecuación de las instalaciones…
Por el contrario no lo están las facetas de asequibilidad o disponibilidad y accesibilidad material, pues nótese que la sede principal contaba con laboratorios de química y física, salas de bilingüismo y un espacio para biblioteca que permitían que los estudiantes pudieran desarrollar tales actividades, situación que se ha visto frustrada ante la falta de espacios físicos para llevar a cabo dichas prácticas en la forma acostumbrada con lo que se vulnera el derecho a la educación de los estudiantes…
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, nueve (09) de julio de dos mil diecinueve (2019)

Acta número 185 de 09-07-2019
Decide la Sala la impugnación de la sentencia proferida el 21 de mayo de 2019 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda, dentro de la acción constitucional instaurada la Personera Municipal de Apia, quién actúa en representación de la comunidad educativa de la Institución Educativa Sagrada Familia en contra del Ministerio de Educación Nacional, Gobernación de Risaralda, Consorcio Mota – Engil, trámite al que fueron vinculados el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Municipio de Apia, el Fondo de Infraestructura Educativa del Ministerio de Educación Nacional, el Consorcio FFIE Alianza BBVA, la Secretaría Departamental de Risaralda y Secretaría Municipal de Apia.
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se funda
Quien promueve el amparo pretende la protección del derecho fundamental a la educación en condiciones dignas, para lo cual solicita se ordene a las entidades accionadas la construcción del megacolegio de la Institución Educativa Sagrada Familia.
Narró la accionante que i) en el año 2018, se llevó a cabo la demolición de la sede que estaba construida en bahareque, para lo cual los estudiantes fueron reubicados en la casa de la Cultura del municipio de Apía y otras sedes del colegio existiendo hacinamiento; ii) el horario de clases y descanso fue recortado, por lo que el mismo quedó de 6:45 a.m. a 12:10 p.m. y de 12:30 p.m. a 5:05 p.m.; iii) los estudiantes carecen de espacios deportivos, restaurante escolar, laboratorios, entre otros, sitios que tenían antes de que ocurriera la demolición.
2. Pronunciamiento de las entidades accionadas.
El Consorcio Mota Engil al contestar la tutela manifestó que pese a existir la orden de inicio de la respectiva obra, la misma no puede ejecutarse porque hay una imposibilidad técnica propia del terreno que impide al contratista desarrollar la infraestructura; que está a la espera que la entidad contratante realice el documento modificatorio que los habilite para continuar con el proyecto; que dicha circunstancia fue puesta en conocimiento a la entidad territorial mediante comunicado ME-10028-COL2-18-1898 de 2 de noviembre de 2018. Asimismo, que el acuerdo de obra necesita una adición de recursos aproximadamente de $1.556.000.000, los cuales a la fecha no han sido aprobados.
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público solicitó que se declare improcedente la acción constitucional, toda vez que no es la entidad encargada de llevar a cabo la obra que se solicita.

El Ministerio de Educación Nacional manifestó que le corresponde a la Gobernación de Risaralda y al Municipio de Apia garantizar la continuidad del servicio educativo, así como la implementación de espacios adecuados durante el tiempo en que dure la obra de conformidad con el convenio interadministrativo No. 1036 de 2016.
El Departamento de Risaralda a través de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda solicitó que se declare improcedente la tutela al considerar que el Ministerio de Educación Nacional era la entidad encargada de responder por la ejecución de la obra. Adicional, señaló que en el presente caso no existe vulneración de los derechos de los niños, toda vez que la institución educativa Sagrada Familia se encuentra funcionando en las otras sedes del colegio y que la misma cuenta con el complemento nutricional PAE, transporte escolar, conectividad, entre otros servicios conexos.
El Consorcio FFIE Alianza BBVA, en calidad de vocero y administrador del Patrimonio Autónomo del Fondo de Financiamiento de Infraestructura Educativa FFIE señaló que no le consta los hechos de la acción, ya que su función es la de transferir los recursos de acuerdo a las instrucciones del fidecomitente. 
3. Crónica procesal

El 11-04-2019, esta Sala decretó la nulidad de esta acción a partir del auto admisorio de la tutela por cuanto faltaba integrar el contradictorio, para lo cual, el 12-05-2019 el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda ordenó integrar el extremo activo de la Litis con la señora Martha Lucía Díaz Zuluaga rectora de la Institución Educativa Sagrada Familia, la Secretaría Departamental de Risaralda y la Secretaría Municipal de Apia.
Los vinculados fueron notificados en legal forma, pero guardaron silencio.
4. Sentencia impugnada

El juez de instancia tuteló el derecho fundamental a la educación y, en consecuencia, ordenó al Consorcio MOTA-ENGIL para que en un término de 30 días hábiles, presente los estudios técnicos y diseños estructurales del proyecto corregidos ante la interventoría de la obra, incluyendo los muros de contención de acuerdo a lo establecido en la NTC 4595, para que puedan ser aceptados y continuar con la fase 2 de la construcción; asimismo, al Consorcio FFIE Alianza BBVA proceda asignar sin dilación el presupuesto con las adiciones necesarias para la finalización del proyecto. Lo anterior, por cuanto encontró probado que el consorcio es el responsable de la ejecución de la obra.
5. Impugnación

El Consorcio Mota – Engil impugnó la decisión y solicitó declarar improcedente tutela porque el expediente quedó desprovisto de medio probatorio que acreditará la vulneración del derecho a la educación de los estudiantes de la institución educativa Sagrada Familia y mucho menos de un perjuicio irremediable. 
CONSIDERACIONES

1. Competencia

Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser superior funcional del Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda, quien profirió la decisión.

En este punto, es pertinente manifestar que la Personería Municipal, a través de los Personeros está legitimada para impetrar acciones constitucionales en nombre de las personas que lo soliciten o en condiciones de indefensión, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 del Decreto 2591 de 1991. Asimismo, pese a no estar individualizados cada uno de los estudiantes de la institución como accionantes, los mismos son determinados en tanto se trata de aquéllos menores matriculados para el año lectivo 2019 en el centro educativo vinculado.

2. Problemas jurídicos

En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula el siguiente:

¿Los accionados vulneraron el derecho a la educación de los estudiantes de la Institución Educativa Sagrada Familia? 

3. Solución al interrogante planteado
3.1  Del derecho a la educación 

3.1.1. El artículo 67 de la Constitución Política reconoce a la educación como un derecho y un servicio público con función social, así se garantiza que todas las personas tengan acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica, así como a los demás bienes y valores de la cultura. Es en la función pública que el Estado debe garantizar su prestación eficaz y continúa a todos los habitantes del territorio nacional.
Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales precisó que existen cuatro facetas para la prestación del derecho a la educación: la asequibilidad o disponibilidad, accesibilidad, adaptabilidad y aceptabilidad,  por lo que cualquier medida que restrinja esas facetas sin justa causa, deriva en un acto arbitrario y por ende, hace procedente la acción de tutela como mecanismo de protección a los derechos fundamentales de sujetos de especial protección como son los niños.

En esa medida la Corte Constitucional en sentencia C-376 de 2010 precisó el alcance de cada una de esas facetas en los siguientes términos: asequibilidad o disponibilidad hace referencia a la obligación que tiene el Estado de crear y financiar las instituciones educativas necesarias para garantizarle a la población el acceso al servicio educativo; accesibilidad implica el acceso en condiciones de igualdad y las facilidades del servicio desde el punto de vista material y económico; adaptabilidad conlleva a que las necesidades de la educación se adecue a los requerimientos de los educandos y aceptabilidad hace alusión a la calidad en que debe prestar la educación. Todo ellos deben de confluir para garantizar el derecho a la educación.
De otro lado, en cuanto a la procedencia del amparo de tutela sobre la construcción de obras públicas, la Corte Constitucional ha sostenido que es viable siempre y cuando exista una comprobación efectiva de la vulneración de los derechos fundamentales de los accionantes, lo que implica que los medios con que cuenta son ineficaces para salvaguardarlos; además, de acreditarse la existencia de un perjuicio irremediable, inminente, grave y que por tanto, requiera de medidas urgentes e impostergables.

3.1.2. Descendiendo al caso bajo estudio se tiene acreditado con la prueba documental que: i) en el año 2014 la Institución Educativa Sagrada Familia de Apia contaba con una sede principal, la cual estaba dividida en una parte frontal construida en bahareque y la parte posterior era en obra blanca, allí funcionaba la secundaria y otras dos sedes ubicadas en la zona rural del municipio; ii) el 15-07-2016 la Alianza Fiduciaria S.A. en representación del Consorcio FFIE Alianza BBVA, vocero y administrador del Patrimonio Autónomo denominado Fondo de Infraestructura Educativa FFIE y el Consorcio Sedes Educativas suscribieron un acuerdo de obra para la pre-construcción, construcción y post-construcción de la Institución Educativa Sagrada Familia Sede Principal; iii) para el año 2017 la parte anterior que estaba construida en mampostería fue demolida; iv) la fase 1 del proyecto para la reconstrucción no se ha culminado, porque el Consorcio Mota Engil solicitó adición al presupuesto inicial al evidenciar que debían realizarse muros de contención para evitar un eventual siniestro, estando a la espera de la aprobación para culminar la primera etapa (fls. 49, 64, 131, 148, cdno 1).
Asimismo, obra también el registro fotográfico de la sede principal antes de la demolición, de la que se evidencia que si bien los espacios deportivos y aulas de clase eran grandes, lo es también que dicha edificación no se encontraba en óptimas condiciones para que los estudiantes estudiaran allí, ya que había un deterioró en la infraestructura de la Institución Educativa Sagrada Familia (fl. 49 cd).
Ahora bien, milita la declaración del señor Juan Enrique Gómez Gómez, coordinador académica quien manifestó que con la demolición de la parte posterior de la sede principal los estudiantes fueron reubicados: el grado de transición y los administrativos en la casa de la cultura, los grados 6º, 7º y 8º en la edificación al frente de la principal denominada Antonio Santos donde anteriormente solo se atendía a los grados 1º, 2º y 3º y en la sede del colegio Santo Tomas de Aquino, denominada Valentín Garcés, la cual para finales del año 2018 fue entregada de manera definitiva a la Institución, funcionan los grados 9º, 10º y 11º en las horas de la mañana y 3º, 4º, 5º en la tarde, agregó que en esta última edificación las aulas están sin cielo raso, por lo que los estudiantes sufren de mucho calor.

Indicó que tuvieron que instaurar dos jornadas académicas ante la falta de espacio; además, que no tienen los laboratorios, áreas deportivos, salas de bilingüismo y biblioteca para desarrollar con normalidad el servicio educativo; también dijo que sí cuentan con restaurante, el cual siempre ha estado ubicado en la casa de la Cultura; sostuvo que se tienen que desplazar al polideportivo y al estadio del municipio para realizar las actividades recreativas, poniendo en riesgo la vida de los menores y que los libros y demás implementos se encuentran guardados en uno de los salones de la sede principal que todavía está en pie.
Finalmente, manifestó que en la actualidad no pueden desarrollar actividades culturales con todos los estudiantes de la Institución Educativa Sagrada Familia al estar en diferentes ubicaciones, que los patios de las sedes no están cubiertos, por lo que cuando llueve los estudiantes ninguna actividad pueden realizar (fls. 20, cdno 2).
Del anterior recuento probatorio se concluye en el presente caso que se cumplen las facetas de aceptabilidad y adaptabilidad, al contar con espacios físicos para desarrollar el servicio de educación y la continuación del mismo pese a la afectación que generó la demolición de una de sus sedes y demora en la adecuación de las instalaciones; sin que la alteración de la jornada vulnere el derecho de educación, como tampoco dejar de tener amplios escenarios deportivos en el mismo sitio de los salones, en tanto ello se ha mitigado con el préstamo del coliseo y polideportivo del municipio, que aunque implica un desplazamiento este es corto al quedar a media cuadra.

Por el contrario no lo están las facetas de asequibilidad o disponibilidad y accesibilidad material, pues nótese que la sede principal contaba con laboratorios de química y física, salas de bilingüismo y un espacio para biblioteca que permitían que los estudiantes pudieran desarrollar tales actividades, situación que se ha visto frustrada ante la falta de espacios físicos para llevar a cabo dichas prácticas en la forma acostumbrada con lo que se vulnera el derecho a la educación de los estudiantes de la Institución Educativa Sagrada Familia al no poder desarrollar sus competencias de manera integral y en condiciones de igualdad respecto de los demás alumnos de otros colegios; sin que está afectación le sea imputable al Consorcio Mota Engil, sino al Municipio y a la Secretaría de Educación Municipal de Apia por ser quienes deben satisfacer esta necesidad de manera conjunta.
En ese sentido, al no cumplirse con todas las facetas ordenadas por la jurisprudencia constitucional hace procedente el amparo solicitado, pero no en la forma pretendida, que no son inmediatas ni efectivas para garantizar el cubrimiento adecuado de los servicios de educación y de asegurar a los niños, niñas condiciones de acceso y permanencia en el sistema educativo en condiciones que protejan su vida y el bienestar de las personas al interior de la Institución Educativa.

Así, le asiste razón al impugnante Consorcio Mota Engil, quién no ha actuado arbitrariamente, si se tiene en cuenta la dificultad que expresó para culminar la obra contratada; que de no ser así serán las contratantes quienes deberán exigir el cumplimiento o acudir a los estrados judiciales, no siendo la acción de tutela el medio para resolver controversias contractuales.

CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto se revocará la decisión de primera instancia y en su lugar, se tutelará el derecho de educación y se ordenará a la Alcaldía del Municipio y la Secretaría de Educación Municipal de Apia para destinen espacios físicos en la Casa de la Cultura para instalar las salas de bilingüismo, laboratorio y una biblioteca, en tanto en las dos sedes restantes, no se encuentran espacios para ello, como se desprende de las dos jornadas escolares.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 21 de mayo de 2019 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia, Risaralda dentro de la acción constitucional instaurada por la Personería Municipal de Apia, quién actúa en representación de la Institución Educativa Sagrada Familia en contra del Ministerio de Educación Nacional, Gobernación de Risaralda, Consorcio Mota – Engil, trámite al que fueron vinculados el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Municipio de Apia, el Fondo de Infraestructura Educativa del Ministerio de Educación Nacional, el Consorcio FFIE Alianza BBVA, la Secretaria Departamental de Risaralda y Secretaria Municipal de Apia para en su lugar:

1.- TUTELAR el derecho a la educación de la comunidad educativa de la Institución Sagrada Familia de Apia, Risaralda promovida por la Personera Municipal de Apia al resultar vulnerado por el Municipio de Apia y Secretaria de Educación Municipal de Apia.
2.- ORDENAR que la Alcaldía Municipal y la Secretaría de Educación Municipal de Apia, Risaralda en el término de un (1) mes contados a partir de la notificación de la presente providencia destinen espacios físicos en la Casa de la Cultura para instalar las salas de bilingüismo, laboratorio y una biblioteca.
3.- DESVINCULAR de la presente acción de tutela al Ministerio de Educación Nacional, Gobernación de Risaralda, Consorcio Mota – Engil, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Fondo de Infraestructura Educativa del Ministerio de Educación Nacional, el Consorcio FFIE Alianza BBVA y la Secretaría Departamental de Risaralda.
SEGUNDO: COMUNICAR esta decisión a las partes e intervinientes en el término de Ley y al juzgado de origen.
TERCERO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado
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� Corte Constitucional T-167-2019


� Corte Constitucional T-306-2015





PAGE  
8

